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E l pasado 19 de octubre el Go-
bierno hizo público un Ante-
proyecto de Ley de medidas

para mejorar el funcionamiento de la
cadena alimentaria. En dicho texto,
se obliga a la formalización por escri-
to de los principales elementos de las
relaciones comerciales y se regulan
un número limitado de prácticas co-
merciales abusivas: la modificación
unilateral de los contratos, la exigen-
cia de pagos comerciales adicionales,
el uso indebido de la información co-
mercial sensible a otro operador, la
gestión leal de marcas propias y de
terceros y la imitación de envases y
presentacionesdeterceros.

No parece sencillo cuestionar la
necesidad de contratos escritos para
garantizar la seguridad jurídica y fo-
mentar el tráfico mercantil en pleno
siglo XXI, o el carácter abusivo/des-
leal de las prácticas identificadas en
el Anteproyecto. De hecho, las opi-
niones contrarias al Anteproyecto
parecen eludir este debate, limitán-
dose a censurar que se introduzca
más legislación en un sector compe-
titivo. En defensa de su argumenta-
ción citan la supuesta falta de con-
centración de la distribución mino-
rista o se comparan cuotas de merca-
do o márgenes en diferentes eslabo-
nesdelacadena.

A nuestro juicio, estas opiniones
aplican de forma inadecuada y erró-
nea tanto conceptos ajenos a la nor-
mativadecompetencia(porejemplo,
las comparaciones de márgenes en-
tre eslabones) como conceptos pro-
pios de la normativa de defensa de la
competencia (por ejemplo, la defini-
ción del mercado relevante, los índi-
ces de concentración o el poder de
mercado). Una crítica detallada ex-
cede los límites de este artículo pero
remitimos al lector interesado al re-
ciente informe de The Brattle
Group sobre la competencia en la
distribución minorista en España
(www.brattle.com).

Sin embargo, la respuesta más au-
torizada a estas opiniones se encuen-
tra en un informe reciente de la Co-
misión Nacional de la Competencia
(CNC). En dicho informe se señalan
ochofactoresqueexplicanelelevado
poder de negociación de las empre-
sas de distribución frente a sus pro-
veedores, entre los que destacan su
elevada concentración y el inherente
conflicto de interés entre su papel de
distribuidor de marcas ajenas (mal
llamadas Marcas de Fabricante o
MDF) y su papel de competidor que
vende su propia marca (Marca del
DistribuidoroMDD).

Este elevado poder de negociación
estaría facilitando, según la CNC, la
aparición generalizada en España de
prácticas comerciales potencialmen-
te desleales y anticompetitivas, que
son ajenas al legítimo derecho de

cualquier comprador de negociar los
precios más bajos posibles con sus
proveedores. En particular, la CNC
ha recomendado la formalización
por escrito de todas las relaciones co-
merciales y ha identificado posibles
riesgos para la libre y leal competen-
cia en relación a las prácticas comer-
ciales que han sido reguladas en el
Anteproyecto.

Por ejemplo, las cadenas de distri-
bución controlan los precios y la co-
mercialización tanto de la MDD co-
mo de las MDF competidoras. Este
hecho permite a las cadenas favore-
cer a sus propias marcas (por ejem-
plo, en términos de precios artificial-
mente altos para las MDF, coloca-
ción estratégica de los productos en
el lineal en favor de la MDD o me-
diante la prohibición de promocio-
nes y ofertas de las marcas competi-
doras)conelobjetivodeincrementar
su cuota de mercado y excluir a sus
competidores.

El informe de The Brattle Group
antes citado presenta evidencia de la
discriminación injustificada de la
MDF en beneficio de la MDD. Asi-
mismo, también demuestra empíri-
camente que el aumento de la con-
centración de la distribución y la cre-
ciente penetración de la MDD redu-
ce la variedad y la competencia den-
tro de los establecimientos, provoca
incrementos de precios soportados

por el consumidor (tanto de las MDF
como también de la MDD) y reduce
lainnovación.

Paraponerfinaestosefectosnega-
tivos,consideramosqueesnecesario,
eficiente y procompetitivo establecer
una obligación de gestión no discri-
minatoriadelasmarcas.

Ensuma,ennuestraopiniónelAn-
teproyecto recoge el guante lanzado
por el informe de la CNC y responde
a un fallo de mercado en la cadena
alimentaria, un sector que presenta
una singularidad excepcional: una
regulación sectorial en el marco de la
Política Agrícola Común, un poder
de compra que no es abordado ade-
cuadamenteenlanormativadecom-
petencia y que desincentiva cual-
quier demanda en sede de compe-
tencia desleal y un conflicto de inte-
rés entre las actividades de distribu-
ciónydegestióndemarcaspropias.

Asimismo, es coherente con un
número cada vez mayor de países de
nuestro entorno, que han adoptado
regulaciones sectoriales, autónomas
o dentro de la normativa de compe-
tencia, para proteger la competitivi-
daddelacadenaalimentariaylosfac-
tores que inciden en el bienestar de
los consumidores: innovación, cali-
dad, variedad y precio. Por todo ello,
la Ley de la Cadena Alimentaria es
másnecesariaquenunca.

E l periódico La Vanguardia del domingo 18 publicó
unaampliaexplotacióndelosdatosdeunaencuesta
realizadasobrelasexpectativasdelaseleccionesque

se celebrarán el próximo día 25 en Cataluña. Sobre la base
de dicha encuesta se informaba de los posibles escaños que
puede conseguir cada uno de los partidos, del grado de
aprecio que tienen de los distintos líderes, de lo que real-
mente preocupa a los encuestados y de otras cuestiones re-
lacionadas con la lengua, el avance hacia la independencia,
etc. Entre la muy rica información publicada en dicho pe-
riódico hay dos temas que me llamaron especialmente mi
atenciónyqueson,enbuenaparte,el leitmotiv deesteartí-
culoy,quizás,deotrosobrelasbalanzasfiscales.

Elprimerodedichostemasserefierealasrespuestasob-
tenidas al preguntar qué cuestiones tendrán en cuenta los
encuestados a la hora de votar, donde el 62,7% respondie-
ron que lo que realmente les preocupa es “la situación eco-
nómica, salir de la crisis y que se creen puestos de trabajo”,
frente a sólo un 25,9% cuya motivación es que Cataluña
“inicie un proceso para independizarse de España”. Estos
resultados muestran, sin duda, que los votantes catalanes
no tienen como prioridad plantear una batalla por la inde-
pendencia sino que se les resuelvan los problemas econó-
mico-sociales que realmente les están acuciando a diario, o
que, en todo caso se intente “cambiar la relación de Catalu-
ñaconelrestodeEspaña”,comosugeríael6%restante.

Elsegundotemaquemehallamadolaatención,yquefue
objetodeungran titularenunapáginadelcitadoperiódico,
es que si bien el frente soberanista (básicamente CiU y
ERC)puedenmantenersusopcionespolíticas,“elpactofis-
cal sigue imponiéndose a la independencia”. Es más, el te-
madelaindependenciaseestancaoretrocede.

Estosresultadossonlosquemehanmovidoaaportaral-
gunasreflexionessobreelpactofiscaly,posteriormente,en
relación con la idea, tan ampliamente difundida, de que
“Madrid”(léasesiempre, laAdministraciónCentraldelEs-
tado) está “expoliando” a Cataluña porque los impuestos
que pagan los catalanes superan ampliamente a los gastos
que realiza el Estado en la región. Algo que, si bien encierra
una parte de verdad, no puede generalizarse a todos los
ejercicios económicos ni tiene la dimensión que el Presi-
dentMásyotrospolíticospregonantomandocomobaseun
supuestosaldodemásde16.000millonesdeeurosen2009.

Elpactofiscal
Un excelente artículo publicado el sábado día 17 en este
mismoperiódico,firmadopor losprofesoresJuanJoséRu-
bio y Santiago Álvarez, sintetizó con gran claridad los pro-
blemasqueencierraeltemadeunposiblepactofiscalentre
elEstadoyCataluña.

Hayqueaclarar,enprimerlugar,quéesloquerealmente
quieren alcanzar con dicho pacto quienes lo están propo-

niendo. En este sentido, debería quedar absolutamente cla-
ro que lo que los líderes catalanes aspiran a conseguir es un
régimen fiscal similar o mejor, si cabe, que el que disfrutan
desdehacemuchosañoselPaísVascoyNavarra.

Desdeelprincipiodelaactualdemocracialafinanciación
de las Comunidades Autónomas tiene planteado un grave
problema cuya esencia radica en que en nuestro país coe-
xisten dos modelos financieros muy diferentes: el régimen
foral (que se utiliza para el País Vasco y Navarra) y el régi-
men común (que se aplica a las restantes CCAA, incluida
Cataluña,porsupuesto).

Conindependenciadebastantescuestionestécnicasmal
resueltasquetieneelactualrégimencomúndefinanciación
autonómica,lasdiferenciasfundamentalesentreambossis-
temassonmuyclaras.Enprimerlugar,elrégimenforalper-
mite que las dos comunidades que lo disfrutan tengan am-
plísimas competencias tributarias, que se traducen –como
señalan los dos hacendistas antes citados– en que “pueden
decidircuantorecaudarylasvíasparaobtenerdicharecau-
dación”,disponendeplenaautonomíanormativaypueden
utilizarlostributoscomoinstrumentodepolíticaregionaly
paraatraercontribuyentesdeotrosterritorios.

En segundo lugar está el hecho, más importante todavía,
dequelascomunidadesforalesdisponendemayoresingre-
sos que las de régimen común para financiar las mismas
competenciasdegasto.Larazónqueexplicaestoúltimono
es (o al menos no es sólo) la capacidad tributaria que com-
porta el régimen foral, sino cómo se han venido calculando
elcupovascoolaaportacióndeNavarra.

De hecho, en dicho cálculo hay gastos que realiza la Ad-
ministración Central que no se tienen en cuenta (los costes
de las embajadas, de Defensa, las Cortes…) y, además, am-
bas comunidades tampoco contribuyen a financiar otras
políticas públicas, “como por ejemplo el bloque de solidari-
daddelsistemadefinanciaciónautonómicaespañol”.

El tema, como diría un andaluz, tiene bastante guasa, si
no fuera por lo que representa de falta de equidad, que dos
de las regiones con una renta por habitante más alta de Es-
paña (País Vasco y Navarra) sean insolidarias con el resto.
Más aún, en la práctica ambas tienen un saldo positivo a su
favorpuestoqueelrestodelpaíscubregastosquenielcupo
vasconilaaportaciónnavarracontribuyenasostener.

Que Cataluña desee pasar a un régimen similar resulta,
pues, comprensible. Y seguramente todas las CCAA desea-
rían, en principio, acceder al mismo. Pero ¿sería realmente
posible extender el sistema foral a Cataluña y, antes o des-
pués,atodaEspaña?

La respuesta a esta pregunta es negativa por varias razo-
nes. Primero, porque la capacidad tributaria del Estado de-
saparecería, pasando las CCAA a tener toda la capacidad
impositiva. Una situación insólita, como han señalado Ru-
bio,Álvarezy otrosmuchosexpertoseneltema,puestoque
tendríamosunaHaciendaCentralsinimpuestospropios(o
mínimos) que se financiaría mediante las aportaciones de
lashaciendasregionales.

Segundo, porque los correspondientes cupos se estima-
ron desdeunprincipioalabajayesdifícil,aunquenoimpo-
sible, corregir el importante error de cálculo que sigue vi-
genteenloscasoscitados.Estasituación,siseampliase,po-
dría conducir a que la Hacienda Central acabara siendo in-
solventeparahacerfrentealasnecesidadesdegastodelEs-
tado.

Tercero, y más importante si cabe: en el supuesto de que
se llevaran a cabo las necesarias correcciones en el cupo
vasco o en la aportación navarra, es decir, incluyendo todos
losgastosestatales,lasregionesquemássebeneficiaríandel
nuevo modelo serían seguramente las más ricas y con una
base tributaria más amplia, lo que redundaría en que, de no
instrumentarseunampliofondodesolidaridad,lasmáspo-
bres saldrían claramente perjudicadas, sin capacidad para
cubrirmínimamentelosserviciospúblicosesenciales.

Endefinitiva, iniciarelcaminohaciaunposiblepactofis-
cal Estado-Cataluña supondría abrir un proceso hacia la
descomposición del Estado que, excepto si se estableciera
un régimen de solidaridad muy claro, acabaría atentando
contra lo que establece la Constitución y contra lo que ocu-
rreentodoslospaísesavanzadosdelmundo.

Los problemas y riesgos
de un posible ‘pacto fiscal’
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